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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de Mayo del año 2010, dos mil diez. . . . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 259/2009-JN que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano ENRIQUE MONTIEL LADRÓN DE GUEVARA, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “Tiendas Comercial Mexicana”, Sociedad Anónima de Capital Variable, en contra del Director de Protección Civil de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Enrique Montiel Ladrón de Guevara, quien se ostenta como apoderado legal de la persona moral denominada “Tiendas Comercial Mexicana”, Sociedad Anónima de Capital Variable; personalidad que acredita con copias certificadas notarialmente del instrumento número 121,953 ciento veintiún mil novecientos cincuenta y tres, de fecha 09 nueve de septiembre del año 2009, dos mil nueve, otorgado ante la fe del Licenciado Enrique Almanza Pedraza, titular de la Notaria Pública número 198 ciento noventa y ocho, en legal ejercicio en el Distrito Federal, mediante la cual se otorga en favor del ciudadano Enrique Montiel Ladrón de Guevara, Poder General para Pleitos y Cobranzas, en los términos del primer párrafo del artículo 2554 y 2587 del Código Civil para el Distrito Federal; así como de sus correlativos de los Códigos Civiles de los Estados de la República Mexicana. . . . . . . . . 

TERCERO.- Que los actos impugnados en esta causa administrativa lo son la resolución de fecha 28 veintiocho de agosto del año 2009, dos mil nueve, a través del cual se le impone a la parte actora una multa por la cantidad $18,182.50 (dieciocho mil ciento ochenta y dos pesos 50/100 moneda nacional) y el procedimiento administrativo 0491/09 de donde proviene la citada resolución. La existencia de los actos se acredita con la copias certificada por el Secretario del Ayuntamiento de León, Guanajuato de la mencionada resolución y de las constancias del referido procedimiento administrativo. . 

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del citado Código de de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que transcurrió el término de 30 treinta días para interponer el presente juicio de nulidad, como lo establece el artículo 263 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, se da el consentimiento tácito. Mientras que, la parte actora en la ampliación de demanda aduce en esencia que la causal es infundada, en razón de que la resolución impugna le fue notificada el 1º primero de septiembre del año 2009, dos mil nueve, como consta en el acta de notificación que agrega a esta causa administrativa. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que en efecto en autos de esta causa administrativa obra la copia certificada notarialmente del acta de notificación de fecha 01 primero de septiembre del año 2009, dos mil nueve, la que conforme al artículo 123 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, merece valor probatorio, por encontrarse certificada por un funcionario público en ejercicio de sus funciones y por hacer fe de la existencia de su original; de ahí que, la notificación surte sus efectos el día 2 dos de septiembre de ese año, por lo que el término de 30 treinta días, comprende del día jueves 03 tres, viernes 04 cuatro, lunes 07 siete, martes 08, miércoles 09 nueve, jueves 10 diez, viernes 11 once, lunes 14 catorce, martes 15 quince, jueves 17 diecisiete, viernes 18 dieciocho,  lunes 21 veintiuno, martes 22 veintidós, miércoles 23 veintitrés, jueves 24 veinticuatro, viernes 25 veinticinco, lunes 28 veintiocho, martes 29 veintinueve y miércoles 30 treinta, de septiembre, jueves 1º primero, viernes 2º dos, lunes 5 cinco, martes 6 seis, miércoles 07 siete, jueves 08 ocho, viernes 09 nueve, lunes 12 doce, martes 13 trece, miércoles 14 catorce y jueves 15 quince de octubre del año 2009, dos mil nueve; no computándose los días inhábiles. Luego entonces, si la demanda se presentó con fecha 08 ocho de octubre del año próximo pasado, según consta del sello de recibió por la Oficial Común de Partes que obra al adverso de la primera foja del escrito de demanda de nulidad, luego entonces la demanda se encuentra presentada dentro del término legal de 30 treinta días hábiles que señala el citado artículo 263 del mencionado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, no se actualiza la causal de improcedencia argüida por la autoridad demandada. Por otra parte, la copia certificada notarialmente de la citada acta de notificación conforme al artículo 78 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, merece valor probatorio pleno, por encontrarse certificada por un funcionario público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad demandada y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que en el segundo concepto de impugnación se aduce que la resolución impugnada, viola en su perjuicio los artículos 14 y  16 de nuestra Carta Magna, en relación con el artículo 90 fracción II de la Ley de Protección Civil para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que se encuentra indebidamente fundada y motivada, incumpliendo con las formalidades esenciales del procedimiento. Que del precepto legal se desprende que para que una visita domiciliara sea válida y legal, es necesario que los verificadores se identifiquen con credencial vigente, expedida por la autoridad competente que los faculte para desempeñar dicha función, que para cumplir con dicho requisito, el verificador debe asentar en el acta respectiva los datos que permitan al particular afectado con el acto de molestia, conocer de forma clara y precisa el nombre y cargo del funcionario que emitió la credencial de identificación, así como fecha de expedición del documento identificatorio, junto con la fecha de vigencia del documento en cuestión para tener la certeza de que efectivamente fue nombrado por una autoridad competente y que su credencial se encuentra vigente al momento de la inspección. En tanto que, la autoridad demandada contesta este punto señalando en esencia que el concepto de impugnación es ineficaz e inoperante, ya que los artículos que cita de las respectivas leyes, no son los que se aplicaron en el acta impugnada, ya que los inspectores cumplieron con lo establecido en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en su artículo 107 fracción IV, como se acredita con las actas de inspección y en cuanto a la fotografía no procede su equivocado concepto, hecho que en su momento debió acreditar por el medio de prueba correspondiente. . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No le asiste la razón a la autoridad demandada respecto al argumento de que los conceptos de impugnación son inoperantes, toda vez que la parte actora esgrime argumentación lógica y jurídica tendente a desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución impugnada, por vicios en el acta de visita de inspección, al no contener la debida identificación de los inspectores que la practicaron y además expresa el o los preceptos de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato, que estima violados en su perjuicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, el que no se haya indicado o aplicado en el acta impugnada el artículo 16 Constitucional, en relación con el 90, fracción II, de la Ley de Protección Civil para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no significa que la autoridad demandada no tenga la obligación acatar los requisitos o particularidades esenciales exigidas para la práctica de las visitas de inspección; pues, por la relación de jerarquía que existe entre la Constitución Política de los Estados Unido Mexicanos, la Ley de Protección Civil para el Estado y los Municipios de Guanajuato y el Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, de este modo, uno y otro Ordenamiento no pueden considerarse autónomos, sino que de acuerdo a su rango, podemos afirmar que nuestra Carta Magna, es la base de la Ley y ésta del Reglamento, pues este último es una extensión del segundo Ordenamiento Legal, de donde resulta que la voluntad del Constituyen se refleja tanto en la voluntad del Legislador Local y como en la del Ayuntamiento, por tal virtud la visita de inspección debe sujetarse a las bases establecidas en el artículo 90 de la citada Ley de Protección Civil, en relación con el 109 del citado Reglamento del Sistema de Protección Civil y en todo lo previsto en estos Ordenamientos Legales, a las formalidades previstas en el artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. Lo anterior es así, en razón de que originariamente el Ayuntamiento tiene el ejercicio de las funciones de vigilancia y verificación, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 88 de la multicitada Ley de Protección Civil, las que se ejercen por conducto del Titular de la Unidad de Protección Civil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, la identificación del inspector autorizado en la fracción IV del artículo 107 del aludido Reglamento del Sistema de Protección Civil, se contempla como un requisito esencial del acta de inspección y en los artículos 90, fracción II, de la citada Ley de Protección Civil y 109 fracción II, del referido Reglamento, se establece como una formalidad en la práctica de la visita de inspección, numerales que en lo conducente, establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


“ARTICULO 107.- El acta  de inspección deberá contener:


I.- Identificación de la o las personas que practiquen la visita, asentando sus nombres y números de sus cartas credenciales;”


“ARTICULO 109.- Para el desahogo de la orden de inspección, el personal autorizado por la Unidad, procederá de la siguiente manera:


I.- Deberá identificarse con documento oficial ante la persona que lo atienda;


“ARTÍCULO 90.- Las verificaciones se sujetarán a las siguientes bases:

II.- El verificador deberá identificarse ante el propietario, arrendatario, poseedor, administrador o su representante legal, o ante la persona a cuyo encargo esté el inmueble en su caso, con la credencial vigente que para tal efecto expida la autoridad 

de quien depende, y entregará al visitado copia legible de la orden de verificación;”

 Bajo el contexto de estos tres preceptos, el inspector tiene la ineludible obligación de identificarse con la credencial oficial ante la persona que atienda la visita de inspección, documento que debe describir de manera pormenorizada en el acta de visita, de ahí que se asienta este hecho de modo circunstanciado, conforme a lo establecido por los artículos 90 fracción V, de la multireferida Ley de Protección Civil, 107 fracción VII y 109 fracción VI, del invocado Reglamento del Sistema de Protección Civil; en consecuencia, se requiere describir los datos personales como son el nombre y apellidos completos, la fotografía y las características de su investidura, así como el cargo que ocupa, su adscripción, el número de su registro, la fecha de expedición y la vigencia de la credencial, así como el nombre y el cargo de quien la expide. . . . . . . . . . 
Sin embargo, es el caso que en el acta levantada con fecha 19 diecinueve de agosto del año 2009, dos mil nueve, a las 12:16 doce horas con dieciséis minutos, en el inmueble ubicado en Juan José Torres Landa número 4137 cuatro mil ciento treinta y siete de la colonia Jardines de Jerez de esta ciudad, se advierte que la inspectora Josefina López Nicasio, no describió de manera pormenorizada la credencial que utilizó para identificarse al inicio de cada diligencia de inspección, pues en el espacio reservado para describir los datos de dicho documento sólo se expresó el número de credencial, vigencia, cargo de la autoridad que la emitió, omitiéndose describir la credencial en forma detallada, ya que no se expresan los siguientes datos, la fecha de expedición y el nombre de la persona que le expidió la credencia. . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

De esta manera, bajo lo estipulado por los artículos 90, fracción V, de la multicitada Ley de Protección Civil, 107 fracción VII y 109 fracción VI, del multireferido Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil, el inspector al desahogar cada orden de visita tiene la obligación de levantar un acta circunstanciada, esto es, asentar los hechos de manera muy pormenorizada y las omisiones detectadas durante el desarrollo de la diligencia, pero como se dijo en supralíneas, en la especie no se cumplió con esta obligación, toda vez que no se advierte una plena identificación  ante la persona con quien entendió la diligencia, por no haber descrito pormenorizadamente la credencial utilizada por el visitador para identificarse, esta circunstancia tiene una vital trascendencia jurídica, dado que viene a constituir un hecho y como tal forzosamente tiene que describirse en forma detallada en el acta de inspección, ya que de no realizarse así, la identificación plena no existe y entonces el acta referida, no estaría levantada en forma circunstanciada, ya que el visitante al momento de identificarse tiene la obligación de describir la credencial oficial, en los términos señalados en el párrafo que antecede, por consiguiente se viola en perjuicio de la persona moral impetrante los artículos 90, fracciones II y V, de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato, 107 fracciones IV y VII, y 109 fracción II y VI, del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato, pues este último es una extensión del primer Ordenamiento Legal. Respecto  a  la  descripción  detallada  de  la  identificación  de  los  inspectores en el acta de inspección, resultan ilustrativos los criterios sostenidos en jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo los rubros siguientes: “VISITA DOMICILIARIA. EN EL ACTA DE INICIO DE LA, DEBEN ASENTARSE LOS PORMENORES DEL DOCUMENTO QUE IDENTIFICA A LOS VISITADORES. La identificación de los visitadores debe hacerse constar en forma pormenorizada, ya que el visitado debe conocer con precisión todas las circunstancias que concurren en tal acto, por exigirlo así la seguridad jurídica del gobernado. Es verdad que la fracción III, del artículo 44, del Código Fiscal de la Federación, establece que los visitadores que intervengan en la visita se deberán identificar ante la persona con quien se entiende la diligencia, sin agregar más al respecto, pero obviamente este precepto debe adminicularse con la fracción I, del artículo 46, de la citada compilación impositiva, que establece la obligación para los visitadores de asentar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los propios visitadores. Ahora bien, la identificación es un hecho del que deben tener conocimiento los visitadores, pues es evidente que entre los hechos conocidos se encuentra el de su designación para practicar la visita y las facultades que en la orden respectiva se les confiere, por lo que entre los hechos conocidos a que se refiere la fracción I, del artículo 46 en cita, debe considerarse el relativo a la identificación, que si bien es una formalidad que debe efectuarse al inicio de toda visita domiciliaria, no por ello deja de ser un hecho conocido; en el desarrollo de la visita deben cumplirse con otras formalidades y no por ello puede decirse que no sean "hechos" a los que la ley se refiere, sino que el cumplimiento de todas las formalidades debe hacerse constar en acta pormenorizada. Así, no basta que los visitadores hubieren hecho constar que se identificaron mediante credenciales en las cuales aparecen la fotografía, el nombre y la firma de cada uno de ellos, sino que es necesario asentar pormenorizadamente los datos que en tales documentos obren, pues el propósito de la identificación es el de dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en dichas diligencias, dado que ello tiende a proteger las garantías individuales del visitado, porque de las inspecciones se puede derivar una posibilidad de afectación a sus intereses jurídicos. Así, si la identificación del visitador es un hecho realizado, en la secuela de la diligencia respectiva, se deben hacer constar, con toda precisión, los pormenores de ella, a fin de que el visitado tenga todas las oportunidades de defensa y contradicción que la ley le otorga. Sólo así puede cumplirse el texto y la intención del artículo 16 constitucional que exige en los casos de visitas domiciliarias, la autoridad administrativa se sujete a las formalidades prescritas para los cateos, formalidades que, en la parte final del primer párrafo del propio texto constitucional, incluyen la obligación de levantar acta circunstanciada, o sea, acta en la que se pormenoricen las circunstancias surgidas durante la práctica de la visita, entre cuyas circunstancias se encuentra obviamente la identificación, por lo que nuevamente se concluye que para acatar el mandamiento constitucional deben hacerse constar los pormenores de los documentos identificatorios.” . Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, Octava Época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: VIII, Noviembre de 1991, Tesis VIII. J/5, visible a Página 137. “ VISITAS DOMICILIARIAS. REQUISITOS PARA LA IDENTIFICACION DE LOS INSPECTORES QUE LAS PRACTICAN. Para satisfacer con plenitud el requisito legal de identificación en las visitas domiciliarias, es necesario que en las actas de auditoría se asienten todos los datos necesarios que permitan una plena seguridad de que el visitado se encuentra ante personas que efectivamente representan a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y que por tal motivo pueden introducirse a su domicilio, por lo que es menester se asiente la fecha de las credenciales y el nombre de quien las expide para precisar su vigencia y tener la seguridad de que esas personas efectivamente prestan sus servicios en la Secretaría, además de todos los datos relativos a la personalidad de los visitadores y su representación, tomando también en cuenta que mediante la identificación mencionada, se deben dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con esa personalidad, para protegerlo en sus garantías individuales, ya que de esas prácticas de inspección o visita, pueden derivar posibles afectaciones a sus intereses jurídicos.” Octava Época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: VI, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1990, Tesis: 2a./J. 6/90, 

Página: 135 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el cuarto concepto de impugnación el representante legal de la parte actora aduce en esencia que, la resolución administrativa que impugna, deviene de ilegal al haberse emitido en contravención a lo dispuesto por el artículo 90 fracción VI y 91 de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato, al carecer de una debida fundamentación y motivación, que en el procedimiento administrativo instaurado en su contra, la autoridad demandada omitió seguir el procedimiento señalado en los artículos transcritos, lo anterior, toda vez que el verificador que levantó la diligencia de inspección en ningún momento comunicó al visitado sobre alguna violación en el cumplimiento de cualquier obligación a su cargo. En tanto que la demandada en esencia aducen que es ineficaz e inoperante lo argumentación que cita la parte actora ya que lo que expresa no precisa las razones lógicas jurídicas en que consiste lo que le causa agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual manera,  no le asiste la razón a la autoridad en el sentido de que el citado concepto de impugnación sea inoperante, por las razones expresadas en el supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De un análisis del acta de inspección practicada con fecha 19 diecinueve de agosto del año 2009, dos mil nueve, a las 12:16 doce horas con dieciséis minutos, en el inmueble ubicado en Juan José Torres Landa número 4137 cuatro mil ciento treinta y siete de la colonia Jardines de Jerez de esta ciudad, se desprende que es cierto que el inspector autorizado para llevar a cabo la visita de inspección no comunicó a la visitada las violaciones de la obligación a su cargo establecidas en los Ordenamientos Legales aplicables en la materia, esto es, no se asentaron en el acta las disposiciones presuntamente violadas de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato y del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato,  requisito formal exigido por los artículos 90 fracción VI, de la citada Ley de Protección Civil, en relación con el artículo 107 fracción VII, del citado Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil, el cual es una extensión del primer Ordenamiento, que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Artículo 90.- Las verificaciones se sujetarán a las siguientes bases: 
VI.- El verificador comunicará al visitado si existen violaciones en el cumplimiento de cualquier obligación a su cargo establecida en los ordenamientos aplicables, …” 


“ARTICULO 107.- El acta de inspección deberá contener:

VII.- Los hechos, actos u omisiones observados y acontecidos que puedan constituir violaciones a las disposiciones del presente Reglamento;”

Sin embargo, en el caso que se resuelve no se advierte que el inspector en el acta de inspección haya asentado los preceptos jurídicos presuntamente vulnerados por la persona moral actora, por consiguiente dicho documento carece de un requisito exigido por dichos numerales, los que se violan en perjuicio de la impetrante. . . . . . .

En consecuencia, la omisión de describir en el acta de inspección de manera pormenorizada la identificación del inspector y de darle a conocer a la actora las disposiciones legales presuntamente violadas del o de los Ordenamientos de Protección Civil, originan su ilegalidad; por tanto, si el acta de inspección dentro del procedimiento administrativo de origen,  es un acto previo a la resolución combatida, entonces, el fallo impugnado por su origen también resulta ilegal y trae consigo la ilegalidad del documento determinante del crédito por la cantidad de $18,182.50 (dieciocho mil ciento ochenta y dos pesos 50/100 moneda nacional), de fecha 05 cinco de octubre del año 2009, dos mil nueve, emitido por la Directora General de Ingresos de este Municipio. Al respecto, por analogía resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el siguiente rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma  partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que al resultar procedente la argumentación expresada en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . 

Conforme a lo anterior, la resolución impugnada  es contraria a derecho, al no reunir el elemento de validez exigido por el artículo 137 fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por consiguiente, se violan en perjuicio de la parte actora los artículos 90, fracciones II y VI, de la Ley de Protección Civil para el Estado de Guanajuato; 107 fracciones IV y VII, y 109 fracciones II y VI del Reglamento del Sistema Municipal de Protección Civil de León, Guanajuato; y, 4° primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, lo que trae consigo una afectación de manera real y directa en la esfera jurídica de la parte actora, por tanto, con fundamento en el artículo 143 primer y segundo párrafos, en relación con el 300 fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad lisa y llana de la resolución de fechas 28 veintiocho de agosto del año 2009, dos mil nueve, en el procedimiento administrativos números 0491/09, a través de la cual se le impone a la actora una multa por la cantidad de $18,182.50 (dieciocho mil ciento ochenta y dos pesos 50/100 moneda nacional) y del documento determinante del crédito, por la misma cantidad. Procede la declaración de la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada y de la determinación del crédito fiscal, en virtud de que si la visita de inspección resulta ilegal, entonces también son ilegales todos los actos subsecuentes del procedimiento administrativo de verificación o inspección, así como el referido acto fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 primero y segundo párrafo, 287, 298, 299 fracciones I, II, III y IV, 300 fracción II y 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución de fecha 28 veintiocho de agosto del año 2009, dos mil nueve, a través de la cual se le impone a “Tiendas Comercial Mexicana”, Sociedad Anónima de Capital Variable, una multa por la cantidad de $18,182.50 (dieciocho mil ciento ochenta y dos pesos 50/100 moneda nacional), emitida por el Director de Protección Civil de León, Guanajuato, en el procedimientos administrativo número 0491/09 y del documento determinante del crédito por la misma cantidad, de fecha 05 cinco de octubre del año 2009, dos mil nueve, emitido por la Directora General de Ingresos de este Municipio; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 28 VEINTIOCHO DE MAYO DEL AÑO 2010, DOS MIL DIEZ, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 259/2009-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
